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articularse a través de la negociación colectiva del personal afectado con la administración sanitaria. 
Citar a modo de ejemplo la queja 23/7614.

También la reivindicación de creación, dentro del Personal Estatutario SAS, de la categoría profesional 
de Técnico Superior de Higienista Bucodental (queja 22/3493), con los que tenemos pendiente de 
celebrar una reunión a inicios de 2024 a fin de que nos trasladen sus alegaciones al informe evacuado 
por la administración sanitaria. 

Por último, mencionar que nos han llegado quejas, que se encuentran en una fase muy inicial de 
nuestra investigación, en las que se plantean diversos temas, tales como los referidos a los cuadran-
tes de turnos; limitación a participar en las bolsas de empleo a las personas mayores de 65 años y 
menores de 67; reclamaciones por pago de las tasas de exámenes que han coincidido en el mismo 
día y hora, en concreto para las categorías Celador y Celador Conductor; impago de determinados 
conceptos salariares; intrusismo cuerpo de Psicólogos/as Especialista en Psicología Clínica en varios 
hospitales andaluces; o insuficiencia de plantilla en las urgencias del Hospital de la Costa del Sol.

2.2.3.2.4. Personas 
empleadas del ámbito 
docente

En este apartado nos referimos a las denuncias reali-
zadas por el personal docente adscrito al ámbito pú-
blico de la Junta de Andalucía, que en este año han 
sido relativas en un elevado número a los procesos de 
estabilización; y, en cuanto al personal docente de cen-
tros concertados, referidas generalmente a cuestiones 
retributivas. A continuación, hacemos un repaso de las 
que consideramos más relevantes.

En el ámbito público de la Junta de Andalucía, des-
tacamos la situación planteada por los profesores inte-
rinos frente a los procesos de estabilización. Se han 
dirigido a esta Defensoría para exponer su desacuerdo 
con el contenido de la disposición transitoria quinta del 
Real Decreto 270/2022, de 12 de abril, por el que se mo-
difica el Reglamento de ingreso, accesos y adquisición 
de nuevas especialidades en los cuerpos docentes a que 
se refiere la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Edu-
cación, y se regula el régimen transitorio de ingreso a 
que se refiere la disposición transitoria decimoséptima 
de la citada Ley, aprobado por Real Decreto 276/2007, 
de 23 de febrero. En la referida disposición transitoria 
quinta se aborda la convocatoria excepcional de estabi-
lización de empleo temporal de larga duración a que se 
refieren las disposiciones adicionales sexta y octava de 
la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgen-
tes para la reducción de la temporalidad en el empleo 
público. Las personas promotoras consideran que esta 
normativa contraviene las indicaciones del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, pues se persigue la esta-
bilización de las plazas en vez de la estabilización de las 
personas; en esta línea citamos la queja 23/3198.

Por otra parte, aunque también consecuencia de los 
procesos de estabilización, queremos reseñar que al 
inicio del curso académico 2023-2024 hemos recibido 
numerosas quejas de personas interinas que se han vis-
to desplazadas de los lugares habituales a los que eran 
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destinadas y que solicitaban a la administración educativa que tuvieran en cuenta la conciliación de 
su vida familiar y laboral, en especial en situaciones de personas enfermas a cargo o de enfermedad 
de la propia persona interina o con sentencias de divorcio y reparto de custodia de los menores a 
cargo (como ejemplo la queja 23/4641 o la queja 23/6412).

Igualmente abundantes han sido las quejas recibidas relativas a las precarias condiciones laborales 
del personal técnico de integración social (PTIS) de los centros educativos, especialmente en lo 
que se refiere a irregularidades que se imputan a la contratista del servicio que se presta a través de 
la Agencia Pública Andaluza de Educación, entidad a la que nos hemos dirigido y de la que recibimos 
informe recientemente. En el momento de redactar este informe estamos pendientes de recibir 
alegaciones de la persona promotora de la queja inicial 23/7744

Otro colectivo que padece una precaria situación laboral es el de Intérpretes de Lengua de Signos 
Española que son contratados en el ámbito de la educación en Andalucía, de la que son representa-
tivas la queja 23/6265 y la queja 23/7170, y asimismo se refieren a posibles incumplimientos por parte 
de las empresas contratistas de este servicio, la primera de ellas en relación a las distintas provincias 
andaluzas y la segunda concreta para la provincia de Almería. Durante la redacción de estas líneas, 
ha tenido entrada en esta Institución el informe solicitado a la administración, que será analizado a 
la mayor brevedad a fin de poder colaborar en la resolución de esta situación. 

Asimismo, nos han llegado quejas denunciando la falta de cobertura de plazas vacantes de carác-
ter administrativo y de servicios en los Institutos de Enseñanza Secundaria de nuestra Comunidad 
y en las Escuelas de Arte de Andalucía. Esta problemática se repite cada año, especialmente en los 
inicios del curso escolar, afectando gravemente al desempeño de la actividad docente, tanto desde 
el punto de vista del profesorado que se ve abocado a la realización de funciones administrativas 
en menoscabo de las propias, como desde el punto de vista del alumnado que recibe una atención 
mermada. Desde esta Institución hemos decidido iniciar queja de oficio, que la hemos identificado 
como queja 23/5916, con la finalidad de conocer las circunstancias por las que no se procede a la co-
bertura de las plazas necesarias y, en su caso, exigir a la administración competente que se adopten 
las oportunas medidas para resolver esta situación. 

Por último, en relación también con el ámbito docente, manifestar que hemos finalizado nuestra 
investigación de oficio en la queja 22/5514, iniciada en 2022, referida al instrumento jurídico, de ca-
rácter mercantil, utilizado para la relación de servicios entre la Escuela Andaluza de Salud Pública 
y las personas profesoras asociadas. Al respecto, le sugerimos a la Escuela “que en el modelo de 
acuerdo específico de colaboración como personal docente asociado que se viene utilizando por 
esa Escuela, y en cuanto a la cláusula relativa a la duración del mismo, se amplíe su contenido en 
el sentido de ofrecer mayor información sobre el carácter de sus prórrogas, es decir, si han de en-
tenderse automáticas o requieren una acción concreta; el plazo máximo total de vigencia, incluidas 
las posibles prórrogas; y la posibilidad de extinguir el contrato antes de su fin, por cualquiera de 
las dos partes, previo el correspondiente preaviso y el plazo para el mismo”, que finalmente aceptó 
nuestra resolución.

Con respecto al personal docente que presta servicios en centros educativos concertados, merece 
mención la queja 22/7281, relativa a la paga de los 25 años de antigüedad en la empresa, recogida 
en los convenios de discapacidad y concertada para los docentes de pago delegado. La Federación 
de Sindicatos Independientes de Enseñanza (FSIE) de Granada manifestaba en su escrito que esta 
paga dejó de abonarse a partir del 17 de agosto de 2013, fecha en la que se publicó el VI Convenio 
de Concertada, argumentando la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional la “no 
disponibilidad presupuestaria”. Después de la correspondiente tramitación, y a la vista de la docu-
mentación que consta en el expediente, de la legislación aplicable y de la jurisprudencia existente, 
cerramos el expediente informando a los promotores que, en este momento, no observamos que 
exista en la actuación de la Administración un comportamiento contrario a la normativa aplicable 
que nos permita la adopción de algunas de las medidas que prevé el artículo 29.1 de la Ley 9/1983, de 
1 de diciembre, reguladora de esta Institución. No obstante, sugerimos a los promotores que valoren 
un nuevo acercamiento con la administración para abordar este asunto. 

Por otra parte, hemos recibido varias quejas formuladas por socios cooperativistas sobre abono de 
trienios; exponen que desempeñan su actividad docente para el mismo centro desde el año 2003 y 
que, actualmente, tienen reconocidos sólo cinco trienios por los servicios de gestión del pago delega-
do cuando procederían seis. En este sentido, manifiestan los promotores que la Junta de Andalucía 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-el-deficit-de-puestos-de-administacion-y-servicios-en-los-centros-de-educacion
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-a-la-escuela-andaluza-de-salud-publica-determinadas-cuestiones-sobre-la-colaboracion-del
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estuvo abonando el sexto trienio hasta enero de 2022, pero que cuestiona este abono al diferenciar 
a personal con contrato laboral y al personal socio de cooperativa en régimen general. La queja se 
encuentra en tramitación en estos momentos, estando a la espera de respuesta del informe solicitado 
a la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional (queja 23/4468).

2.2.3.2.5. Personas empleadas del ámbito local

Con respecto a los empleados y empleadas del ámbito local hemos atendido numerosas quejas de 
diversos temas tales como policías locales, procesos de estabilización, cupos de discapacidad o diso-
lución de mancomunidades. A continuación, resaltamos las más significativas.

En cuanto a la policía local, han sido numerosas las quejas recibidas tras la aprobación de la Ley 
6/2023, de 7 de julio, de Policías Locales de Andalucía. 

Al respecto, ha causado especial rechazo entre los policías y las policías locales la nueva regulación de 
las permutas (hemos acumulado en las quejas 23/6489, 23/6592, 23/6593, 23/6594, 23/6596, 23/6597, 
23/6598, 23/6635, 23/6653, 23/6686, 23/6716, 23/6730, y la queja 23/6944); la exigencia de haber prestado 
servicios durante al menos cinco años en el municipio en el que se obtuvo plaza para poder acceder 
al turno libre (queja 23/7691); o, incluso, la aplicación de la nueva ley en procesos ya iniciados (queja 
23/6691).

Lamentamos el desacuerdo de las personas afectadas con el nuevo régimen legal, a las que hemos 
informado del proceso de elaboración y aprobación de una ley indicando aquellos trámites en los que 
cabe la participación ciudadana y, por tanto, plantear las reivindicaciones que se estimen convenien-
tes, dado que no observamos en estos momentos ninguna actuación irregular de la Administración 
andaluza en relación con la aplicación de la vigente Ley 6/2023, de 7 de julio.

En cuanto a los procesos de estabilización, se han planteado diversos temas, entre ellos el referido 
a las bases de una convocatoria en el Ayuntamiento de Nigüelas (Granada), por el baremo de méritos 
profesionales en función de si la experiencia profesional se ha obtenido en la misma administración 
convocante o en cualquier otra. 

En este caso hemos recordado a la administración, además de la normativa correspondiente, el trata-
miento que ha dado a este tema la jurisprudencia y entre otras sentencias hemos citado la 281/1993, 
de 27 de septiembre, del Tribunal Constitucional, en la cual se señala lo siguiente: “...una diferencia no 
justificada es, precisamente, la contenida en el baremo ahora enjuiciado, toda vez que diferenciar 
a los concursantes en función del Ayuntamiento en el que han adquirido determinada experiencia 
y no a partir de la experiencia misma, con independencia de la Corporación en la que se hubiera 
adquirido, no es criterio razonable, compatible con el principio constitucional de Igualdad. Antes 
aún, con semejante criterio evaluador se evidencia una clara intención de predeterminación del 
resultado del concurso a favor de determinadas personas y en detrimento —constitucionalmente 
inaceptable— de aquéllas que, contando con la misma experiencia, la han adquirido en otros 
Ayuntamientos”». 

De acuerdo con todo ello, se dictó resolución recomendando la eliminación de diferencias abusivas en 
la valoración de la experiencia en puestos similares, por tratarse de un requisito contrario al principio 
de igualdad proclamado en los artículos 14 y 23 de la Constitución en relación con los principios de 
mérito y capacidad del artículo 103.3 de la Constitución. Coincidiendo con la redacción de estas líneas, 
se ha recibido respuesta de la administración convocante en la que se nos informa que se acepta 
íntegramente la recomendación formulada por esta Institución.

Con respecto a las quejas relativas a mancomunidades disueltas, se denuncia que dejan pendientes 
temas relativos a responsabilidades laborales con sus anteriores empleados y ningún ayuntamiento 
de los que conformaban la mancomunidad se quiere responsabilizar del asunto. A modo de ejemplo, 
reseñamos las quejas 23/1661 y la 23/3231, en esta última después de nuestra intervención, el asunto 
está resolviéndose favorablemente.
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